
 

 

 
 
 

 
Señores: 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  
Juez 
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

 

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE:   LEONARDO FABIO CARVAJAL OLAYA.  
DEMANDADO:   MUNICIPIO DE LA DORADA.  
RADICACIÓN:   17-001-33-39-006-2021-00301-00 
                              
 
Paula Constanza Gómez Martínez, abogada inscrita y en ejercicio, con domicilio en 
Manizales, Caldas, identificada con la cédula de ciudadanía número 30.236.846 y Tarjeta 
Profesional N.º 174.302 del C.S.J, en virtud del mandato conferido por el representante 
legal del Municipio de La Dorada, Caldas, Dr. Cesar Arturo Álzate Montes, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 10.283.764, de conformidad al acta de posesión 0026 del 28 de 
diciembre de 2019; mediante el presente escrito, y estando dentro del momento procesal 
oportuno, contestó la demanda de la referencia y presentó las excepciones de defensa a 
saber. Lo anterior, teniendo de presente lo siguiente:   
 

 

1. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 

 

Demanda el accionante, a través de apoderado, que se declare la nulidad de los Decretos 

147 del 20 de agosto de 2021; 148 del 20 de agosto de 2021; 150 del 20 de agosto de 2021 

y 151 del 20 de agosto de 2021 proferidos por el Alcalde Municipal de La Dorada - Caldas,  

a través de los cuales se reestructuró y adoptó la planta global de empleos de la 

Administración Municipal, y se suprimieron algunos empleos de la misma, entre estos, el 

del señor LEONARDO FABIO CARVAJAL OLAYA y el oficio del 25 de agosto de 2021 

suscrito por la directora administrativa dirección de personal NORMA GICELA FERNANDEZ 

CARDENAS, y en consecuencia,  sean cesados sus efectos jurídicos.  

 

Asimismo, solicita se reconozcan a título de restablecimiento del derecho los salarios, 

bonificaciones, primas, prestaciones sociales y otros emolumentos de carácter laboral 

dejados de percibir. 

 

Finalmente, a título de perjuicio moral se reconozca el equivalente a CINCUENTA (50) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, el mismo ocasionado por la tristeza, el 

congojo y estrés laboral que le ha generado la incertidumbre frente a la pérdida de su 

empleo y mengua de su proyecto de vida como funcionaria pública. 

 

 



 

 

 

 

 

2. A LOS HECHOS 

 

Respecto de los hechos relatados por la demandante, doy respuesta a cada uno de estos 

en el mismo orden de su formulación así: 

 

Primero - Es cierto, sin embargo, de este hecho no se evidencia violación a derecho alguno, 

además, el mismo no tiene trascendencia jurídica para la resolución del presente litigio. 

 

Segundo – Es cierto, de acuerdo con las pruebas que reposan en el plenario, no obstante, 

de este hecho no se evidencia violación a derecho alguno como de manera mal 

intencionada lo pretende hacer ver el apoderado de la parte demandante, pues 

simplemente se hace referencia a los cargos que pertenecen al despacho del alcalde. 

 

Tercero – Es cierto, sin embargo, de este hecho no se evidencia violación a derecho alguno, 

además, el mismo no tiene trascendencia jurídica para la resolución del presente litigio. 

 

Cuarto – Es cierto, sin embargo, de este hecho no se evidencia violación a derecho alguno, 

por el contrario, demuestra el cumplimiento de los presupuestos jurídicos que dotan de 

legalidad los actos administrativos demandados, como se abordará de manera amplia y 

suficiente más adelante en las razones y fundamentos de esta defensa. 

 

Quinto – No es cierto, los actos administrativos expedidos son el resultado de un estudio 

técnico realizado el cual cumplió con la normatividad que regula la materia, con el objetivo 

de revisar y estudiar técnicamente la entidad a la luz de la Ley 909 de 2004 y demás normas 

concordantes, en donde se determinó, entre otras, la necesidad de suprimir unos empleos 

de la planta global de la alcaldía de La Dorada - Caldas, dada la necesidad de mejorar e 

implementar buenas prácticas de gestión y sostenibilidad fiscal. 

 

Sexto – No es un hecho. Corresponde a una apreciación subjetiva y etérea del 

demandante. 

 

Séptimo – No es cierto, el 25 de agosto de 2021 se expidió el oficio dirigido al señor 

Leonardo Fabio Carvajal Olaya, suscrito por la Directora dministrativa de la Dirección de 

Personal NORMA GICELA FERNANDEZ CARDENAS, lo cual se puede evidenciar en la 

imagen adjunta y cuyo contenido cita de manera textual el apoderado de la parte 

demandante en el siguiente hecho. 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

Octavo- Es cierto, sin embargo, de este hecho no se evidencia violación a derecho alguno. 

 

Noveno- Es cierto parcialmente, el Señor LEONARDO FABIO CARVAJAL OLAYA, fue 

nombrado en provisionalidad en el empleo de técnico administrativo código 367 grado 04 

en la planta globalizada del municipio de La Dorada, siendo pertinente y necesario aclarar 

que al momento de la supresión no se encontraba vinculado a ninguna de las inspecciones 

de policía.  

 

Décimo – Es cierto, el alcalde municipal de La Dorada - Caldas se encontraba facultado 

por el Concejo Municipal para adoptar las acciones necesarias para la adoptar una nueva 

estructura administrativa que implicara la modernización institucional del municipio y, a su 

vez, por la constitución y la ley para crear y suprimir los empleos de la planta de personal 

adoptada dentro de esa nueva estructura administrativa, bajo el cumplimiento de los 

requisitos y presupuestos señalados en la ley y en el reglamento, que por supuesto, se 

encuentran expresamente señalados en el artículo 46 de la Ley 909 de 2004, modificado 

por el artículo 228 del Decreto Ley 019 de 2012, por cuanto señala que estas deben 

fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la Administración 

y basarse en justificaciones o estudios técnicos que así lo demuestren, bajo las directrices 

del Departamento Administrativo de la Función Pública y de la Escuela Superior de 

Administración Pública - ESAP-. 

 

También en el Decreto 1083 de 2015, que determina, por un lado, lo referente a la 

motivación de la modificación de una planta de empleos y, por el otro, el contenido mínimo 

de los estudios que soporten tales modificaciones, de la siguiente manera: 

 

“ARTÍCULO 2.2.12.2 Motivación de la modificación de una planta de 

empleos. Se entiende que la modificación de una planta de empleos esta fundada 

en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración, 

cuando las conclusiones del estudio técnico de la misma deriven en la creación o 

supresión de empleos con ocasión, entre otras causas, de: 

 

 1. Fusión, supresión o escisión de entidades. 

 2. Cambios en la misión u objeto social o en las funciones generales de la entidad. 

 3. Traslado de funciones o competencias de un organismo a otro. 

 4. Supresión, fusión o creación de dependencias o modificación de sus funciones. 

 5. Mejoramiento o introducción de procesos, producción, de bienes o prestación de 

servicios. 

 6. Redistribución de funciones y cargas de trabajo. 

 7. Introducción de cambios tecnológicos. 

 



 

 

 

 

 8. Culminación o cumplimiento de planes, programas o proyectos cuando los 

perfiles de los empleos involucrados para su ejecución no se ajusten al desarrollo 

de nuevos planes, programas o proyectos o a las funciones de la entidad. 

 9. Racionalización del gasto público. 

 10. Mejoramiento de los niveles de eficacia, eficiencia, economía y celeridad de las 

entidades públicas. 

 

(…) 

 

ARTÍCULO 2.2.12.3 Estudios que soporten las modificaciones de las plantas de 

empleos. Los estudios que soporten las modificaciones de las plantas de empleos 

deberán basarse en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que 

contemplen, como mínimo, los siguientes aspectos: 

 

1. Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo. 

 2. Evaluación de la prestación de los servicios. 

 3. Evaluación de las funciones, los perfiles y las cargas de trabajo de los empleos.” 

 

 

Bajo tal contexto su Señoría, estos son los presupuestos que deben analizarse si se 

quiere poner entredicho la presunción de legalidad de los actos administrativos 

demandados, y sobre los cuales la parte demandante pretende desviar su atención, 

debido a que es evidente que la actuación de municipio de La Dorada - Caldas se 

ajustó a cada uno de estos, en tanto en ellos se justificó que la reforma de la planta 

de personal del municipio obedecía a razones de modernización institucional, lo cual 

se soportó en los estudios técnicos que así lo demuestran. 

 

Lo anterior, consta, como se indica en las consideraciones de cada uno de los actos 

administrativos atacados, en los estudios técnicos realizados por la sociedad Duque & 

Arango Asesores S.A.S., en la ejecución del contrato No. 10032101, suscrito con el 

municipio de La Dorada - Caldas, cuyo objeto fue realizar: “CONSULTORÍA PARA EL 

PROCESO FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL Y MODERNIZACIÓN 

ORGANIZACIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DEL MUNICIPIO DE LA 

DORADA, CALDAS EN LOS SIGUIENTES TEMAS, ELABORACIÓN DEL ESTUDIO 

TÉCNICO PARA LA REESTRUCTURACIÓN ADMINISTRATIVA Y DISEÑO DEL MANUAL 

DE PROCESOS Y PROCEDIMIENTOS” con el objetivo de revisar y estudiar técnicamente 

la entidad a la luz de la Ley 909 de 2004 y demás normas concordantes, en donde se 

determinó, entre otras, la necesidad de suprimir unos empleos de la planta global de la 

alcaldía de La Dorada - Caldas, dada la necesidad de mejorar e implementar buenas 

prácticas de gestión y sostenibilidad fiscal. 

 

 



 

 

 

 

 

De la misma manera, dichos estudios se ajustaron a las exigencias del Decreto 1083 

de 2015, debido a que sus conclusiones derivaron en la supresión de algunos 

empleos dada la necesidad, entre otras, de racionalizar el gasto público, mejorar los 

niveles de eficacia, eficiencia, economía y celeridad de la administración municipal, 

etc., y a su vez, fue un estudio que se basó en los lineamientos definidos por el 

Departamento Administrativo de la Función Pública en la Guía de Rediseño 

Institucional para Entidades Públicas en el Orden Territorial, en la cual se explican las 

fases para diseñar o rediseñar una entidad del orden territorial, teniendo cuenta cuatro 

momentos del proceso de fortalecimiento organizacional: 1. Inicio, 2. Diagnóstico, 3. Diseño 

y 4. Implementación, a lo cual se dio estricto cumplimiento, como se puede apreciar en los 

siguientes productos que comprendieron la ejecución de tal estudio: 

 

1. Diagnóstico organizacional dimensionando la estructura y planta de empleos actual. 

2. Rediseño de la estructura organizacional, de acuerdo con los propósitos 

estratégicos, a los objetivos del Plan de Desarrollo que corresponda al Sistema 

Integrado de Gestión y a la normatividad vigente. 

3. Estudio de cargas de trabajo y determinación de la planta de personal necesaria 

para la nueva estructura, con base en el estudio de las cargas de trabajo. 

4. Estudios   de   derecho   preferencia   en   funcionarios   con   derechos de carrera 

administrativa. 

5. Los actos administrativos que permitan la implementación de Ia reestructuración 

administrativa (Nombramientos, notificaciones, actas de posesión para los nuevos 

cargos, creación de cargos y de cualquier otra nueva incorporación; proyección de 

los actos administrativos de la nueva estructura administrativa y por el cual se 

establece Ia planta de personal de Ia entidad). 

6. Revisión y ajuste de Manual de Procesos y Procedimientos. 

7. Manual de funciones y competencias laborales actualizado. 

 

La realización de estos estudios son el presupuesto necesario que permite demostrar 

la legalidad los actos administrativos que conllevan la reforma y supresión de los 

empleos de la planta de personal, pues en esos términos lo ha reconocido la 

jurisprudencia del Consejo de Estado: 

 

“Acorde con lo expuesto se resalta que una de las formas más contundentes para 

demostrar que las razones que motivaron una supresión de un cargo no se fundaron 

en necesidades del servicio o en razones de modernización de la Administración, 

sino en un interés ajeno a éstos colectivos, lo constituye el hecho de probar la 

inexistencia del estudio técnico exigido en la ley o la insuficiencia o limitación del 

mismo. 

 

 



 

 

 

 

 

 

De esta manera, se concluye que los estudios técnicos se erigen como presupuesto, 

que compromete la legalidad del proceso de reestructuración administrativa, pues 

su inexistencia o incumplimiento de los requisitos legales genera, como 

consecuencia, la nulidad de los actos que con fundamento en dicho proceso se 

expidan, en tanto se configura una expedición irregular.”1 

 

Por ello, al existir el estudio técnico que soportó la reestructuración de la planta de personal 
del municipio de La Dorada - Caldas y, la consecuente necesidad de suprimir unos empleos, 
no queda ningún margen de duda que tal procedimiento se ajustó a las exigencias 
legales y reglamentarias sobre la materia, y a los lineamientos y directrices fijados 
por el Departamento Administrativo de la Función Pública, en tanto se cumplieron los 
requisitos definidos para su realización, tanto así que ninguno de estos mereció 
algún reparo por la parte demandante. 

Sin duda alguna, tal estudio constituyó el soporte para reformar la planta de global y 
para suprimir algunos cargos de esta, que por mandato legal se requiere previamente 
para que indique la conveniencia de las medidas allí contenidas, la finalidad de tal proceso 
era la de contar con una estructura organizacional que le permitiera a la entidad 
responder a las funciones legales y a las necesidades administrativas, sin dejar de 
lado la racionalización del gasto público. 

 

Décimo primero – No es cierto, como se explicó de manera precedente, al existir el estudio 
técnico que soportó la reestructuración de la planta de personal del municipio de La Dorada 
Caldas y, la consecuente necesidad de suprimir unos empleos, no queda ningún margen 
de duda que tal procedimiento se ajustó a las exigencias legales y reglamentarias sobre la 
materia, y a los lineamientos y directrices fijados por el Departamento Administrativo de la 
Función Pública, en tanto se cumplieron los requisitos definidos para su realización 

Tenga en cuenta su Señoría que, el apoderado de la parte demandante se abstiene de 

cuestionar el cumplimiento de los requisitos sustanciales y esenciales para el 

ejercicio de estas facultades (legales y reglamentarias) por de la Administración 

Municipal que conllevó la adopción de la decisión que les genera desconcierto 

(modernización y restructuración de la planta de personal y la supresión de algunos 

cargos), y más bien intenta justificar y acomodar la existencia de unos vicios de 

nulidad (falsa motivación, expedición en forma irregular, infracción de las normas en 

que debía fundarse y violación del derecho de audiencia y defensa) y la lesión de 

unos derechos subjetivos de la demandante, argumentando la inexistencia de un 

déficit fiscal en la planta del personal del municipio. 

                                                           
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá D.C., diez de febrero de dos mil once (2011). Radicación 
número: 68001-23-31-000-2002-01286-01(2016-09). 



 

 

 

 

Décimo segundo – Es cierto, así mismo el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Manizales - Sala Civil – Familia, resolvió en segunda instancia, mediante la Sentencia No. 
172 del 26 de octubre de 2021, modificar la sentencia emitida el 15 de septiembre de 2021 
por el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de La Dorada - Caldas, en el sentido de 
dejar sin efectos de modo provisional los Decretos 147, 148 150 y 151 del 20 de agosto de 
2021, por un término de cuatro (4) meses contados a partir de la notificación del fallo para 
acudir ante la jurisdicción respectiva a impetrar las acciones que a bien tengan en defensa 
de sus intereses y solicitar allí las medidas cautelares del caso, por lo cual, la entidad debe 
esperar pronunciamiento del juez de conocimiento frente a estas para poder proceder con 
el respectivo pago. 

Décimo tercero – No es un hecho, corresponde a conjeturas debatidas en el marco de una 

acción de tutela cuyos fines son diametralmente diferentes al objetivo del medio de control 

que nos ocupa. No obstante, es necesario hacer las siguientes precisiones frente a lo 

narrado por el actor así:  

 

 

• Es pertinente aclarar que, los derechos del empleado de carrera administrativa en 
caso de supresión del cargo, regulados en el artículo 44 de la Ley 909 de 2004 y 
reglamentados en los artículos 2.2.11.2.1 y subsiguientes del Decreto 1083 de 2015, 
no se circunscriben exclusivamente al derecho preferencial a ser incorporados en 
empleo igual o equivalente de la nueva planta,  sino  que,  además, contemplan la 
posibilidad de ser indemnizados por parte de la Administración, cuando no sea 
posible proveer dicha incorporación. 

En relación con el reconocimiento y pago de dicha indemnización, es importante 
informar al despacho que en la actualidad no se ha dado cumplimiento a dicha 
exigencia legal, debido a que, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales 
- Sala Civil – Familia, resolvió en segunda instancia, mediante la Sentencia No. 172 
del 26 de octubre de 2021, modificar la sentencia emitida el 15 de septiembre de 
2021 por el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de La Dorada - Caldas, en el 
sentido de dejar sin efectos de modo provisional los Decretos 147, 148 150 y 151 
del 20 de agosto de 2021, por un término de cuatro (4) meses contados a partir de 
la notificación del fallo para acudir ante la jurisdicción respectiva a impetrar las 
acciones que a bien tengan en defensa de sus intereses y solicitar allí las medidas 
cautelares del caso, por lo cual, la entidad debe esperar pronunciamiento del juez 
de conocimiento frente a estas para poder proceder con el respectivo pago. 

Respecto a la falta de identificación de los empleados que cumplieran con 

situaciones de especial protección o estabilidad laboral reforzada, hay que aclarar 

que, para determinar la supresión de empleos, la Administración Municipal se sujetó 

a los presupuestos para la aplicación de la protección especial, lo cual consta en los 

estudios técnicos realizados por la sociedad Duque & Arango Asesores S.A.S., en 

la ejecución del contrato No. 10032101 suscrito con el municipio de La Dorada –  

 



 

 

 

 

 

 

Caldas, cuyo objeto fue realizar la “CONSULTORÍA PARA EL PROCESO 

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL Y MODERNIZACIÓN ORGANIZACIONAL 

DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DEL MUNICIPIO DE LA DORADA, CALDAS 

EN LOS SIGUIENTES TEMAS, ELABORACIÓN DEL ESTUDIO TÉCNICO PARA 

LA REESTRUCTURACIÓN ADMINISTRATIVA Y DISEÑO DEL MANUAL DE 

PROCESOS Y PROCEDIMIENTOS” con el objetivo de revisar y estudiar 

técnicamente la entidad a la luz de la Ley 909 de 2004 y demás normas 

concordantes, en donde se determinó, entre otras, la necesidad de suprimir unos 

empleos de la planta global de la alcaldía de La Dorada - Caldas, dada la necesidad 

de mejorar e implementar buenas prácticas de gestión y sostenibilidad fiscal. 

 

Décimo cuarto – No es cierto, teniendo en cuenta que se expidió el oficio del 25 de agosto 
de 2021, mediante el cual se especifica la razón por la cual se termina el nombramiento, al 
respecto es necesario tener en cuenta la definición de acto administrativo dado por la Corte 
Constitucional así:  
 

“El acto administrativo definido como la manifestación de la voluntad de la 
administración, tendiente a producir efectos jurídicos ya sea creando, modificando o 
extinguiendo derechos para los administrados o en contra de éstos, tiene como 
presupuestos esenciales su sujeción al orden jurídico y el respeto por las garantías 
y derechos de los administrados.”2. 
 
El Consejo de Estado por su parte, ha tipificado el acto administrativo de la siguiente 
manera:  
 
“De suerte que para que un acto jurídico constituya acto administrativo debe consistir 
en una  i) declaración unilateral,  ii)  que se expida en ejercicio de la función 
administrativa, que lo puede ser por una autoridad estatal de cualquier de sus ramas 
u organismos, o incluso por entidades privadas en virtud de autorización legal, a 
menos que por norma especial de orden Constitucional o legal dicha declaración, 
no siendo expedida en ejercicio de función administrativa sea demandable en acción 
contencioso administrativa y  iii),  que ella produzca efectos jurídicos por sí misma, 
de manera directa sobre el asunto o la situación jurídica de que se trate y, por ende, 
vinculante.”3. 

  

 

Dicho oficio cumple con los presupuestos mencionados por lo tanto carece de sustento lo 

manifestado por la parte demandante. 

 

 

                                                           
2 Corte Constitucional, sentencia C-1436 de 2000. 
3 Consejo de Estado, sentencia 11001-03-24-000-1999-02477-01 del 31/03/2005. 



 

 

 

 

Décimo quinto – No es cierto, como lo hemos manifestado el estudio técnico realizado por 
la sociedad Duque & Arango Asesores S.A.S., en la ejecución del contrato No. 10032101 
cumplió con los requisitos y presupuestos señalados en el ordenamiento jurídico, que por 
supuesto, se encuentran expresamente señalados en el artículo 46 de la Ley 909 de 2004, 
modificado por el artículo 228 del Decreto Ley 019 de 2012, por cuanto señala que estas 
deben fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la 
Administración y basarse en justificaciones o estudios técnicos que así lo demuestren, bajo 
las directrices del Departamento Administrativo de la Función Pública y de la Escuela 
Superior de Administración Pública - ESAP-, por lo tanto no existe expedición irregular por 
infracción de las normas en que deben fundarse, por desconocimiento de audiencia y de 
defensa, falsa motivación y desviación de poder como se explicó de manera más detallada 
en el pronunciamiento al hecho decimo. 

Décimo sexto – No es un hecho. Corresponde a una apreciación subjetiva y etérea del 
demandante. No obstante, y como se ha manifestado de manera reiterativa, se precisa que 
los actos administrativos expedidos por parte del Alcalde del Municipio de La Dorada son el 
resultado del estudio técnico realizado sociedad Duque & Arango Asesores S.A.S., en la 
ejecución del contrato No. 10032101 cumplió con los requisitos y presupuestos señalados 
en el ordenamiento jurídico, que por supuesto, se encuentran expresamente señalados en 
el artículo 46 de la Ley 909 de 2004, modificado por el artículo 228 del Decreto Ley 019 de 
2012, por cuanto señala que estas deben fundarse en necesidades del servicio o en 
razones de modernización de la Administración y basarse en justificaciones o estudios 
técnicos que así lo demuestren, bajo las directrices del Departamento Administrativo de la 
Función Pública y de la Escuela Superior de Administración Pública – ESAP-. 

Por ello, al existir el estudio técnico que soportó la reestructuración de la planta de personal 
del municipio de La Dorada - Caldas y, la consecuente necesidad de suprimir unos empleos, 
no queda ningún margen de duda que tal procedimiento se ajustó a las exigencias 
legales y reglamentarias sobre la materia, y a los lineamientos y directrices fijados 
por el Departamento Administrativo de la Función Pública, en tanto se cumplieron los 
requisitos definidos para su realización, tanto así que ninguno de estos mereció 
algún reparo por la parte demandante. 

Sin duda alguna, tal estudio constituyó el soporte para reformar la planta de global y 
para suprimir algunos cargos de esta, que por mandato legal se requiere previamente 
para que indique la conveniencia de las medidas allí contenidas, la finalidad de tal proceso 
era la de contar con una estructura organizacional que le   permitiera a la entidad 
responder a las funciones legales y a las necesidades administrativas, sin dejar de 
lado la racionalización del gasto público. 

Décimo séptimo – No es cierto hay que aclarar que, para determinar la supresión de 

empleos, la Administración Municipal se sujetó a los presupuestos para la aplicación de la 

protección especial, lo cual consta en los estudios técnicos realizados por la sociedad 

Duque & Arango Asesores S.A.S., en la ejecución del contrato No. 10032101 suscrito con 

el municipio de La Dorada - Caldas, cuyo objeto fue realizar la “CONSULTORÍA PARA EL  

 



 

 

 

 

 

PROCESO FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL Y MODERNIZACIÓN 

ORGANIZACIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DEL MUNICIPIO DE LA 

DORADA, CALDAS EN LOS SIGUIENTES TEMAS, ELABORACIÓN DEL ESTUDIO 

TÉCNICO PARA LA REESTRUCTURACIÓN ADMINISTRATIVA Y DISEÑO DEL MANUAL 

DE PROCESOS Y PROCEDIMIENTOS” con el objetivo de revisar y estudiar técnicamente 

la entidad a la luz de la Ley 909 de 2004 y demás normas concordantes, en donde se 

determinó, entre otras, la necesidad de suprimir unos empleos de la planta global de la 

alcaldía de La Dorada - Caldas, dada la necesidad de mejorar e implementar buenas 

prácticas de gestión y sostenibilidad fiscal. 

 

Respecto a la condición física del Señor Carvajal Olaya, la administración desconocía tal 

situación pues, aunque reposa en la hoja de vida una incapacidad médica acompañada de 

la historia clínica del 15 de enero de 2021, el diagnóstico era: POP de MANDIBULECTOMIA 

PARCIAL SIMPLE SEGMENTARÍA I OSTEOPLASTIA, por lo tanto, no es de recibo en este 

momento hacer referencia a circunstancias que no fueron puestas en conocimiento en la 

forma como es debida, es de anotar que no toda en enfermedad pone a las personas en 

circunstancias de debilidad manifiesta que implique que sean sujetos de protección 

especial. 

 

 

3. A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

 

Me opongo en los siguientes términos a todas y cada una de las pretensiones y condenas 

del demandante, por carecer las mismas de fundamentos de hecho y de derecho:  

 

Primera - Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, teniendo en cuenta que los 

fundamentos y medios probatorios que sustentan la demanda no soportan la solicitud 

efectuada por la parte del actor y, en todo caso, los actos administrativos demandados se 

encuentran revestidos de la presunción de legalidad que la parte actora no desvirtuó en su 

demanda, pues no cuenta con los elementos de hecho o de derecho que le permitan 

hacerlo. 

 

Segunda - Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, teniendo en cuenta que los 

fundamentos y medios probatorios que sustentan la demanda no soportan la solicitud 

efectuada por la parte del actor y, en todo caso, los actos administrativos demandados se 

encuentran revestidos de la presunción de legalidad que la parte actora no desvirtuó en su 

demanda, pues no cuenta con los elementos de hecho o de derecho que le permitan 

hacerlo. 

 

 



 

 

 

 

 

Tercera - Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, teniendo en cuenta que carece 

de fundamentos fácticos y jurídicos que permitan soportar la viabilidad de acceder a lo 

pretendido; adicionalmente, no se demuestran ni prueban los daños y perjuicios causados 

al demandante, ni se cumplen con los requisitos para que en un caso hipotético pueda 

prosperar lo solicitado, tal como se indicará más adelante. 

 

Cuarta - Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, al carecer en absoluto de 

fundamentos jurídicos que permitan acceder a la misma, en tanto la actuación de la 

Administración Municipal que conllevó la supresión del empleo de la demandante se 

encuentra ajustada al ordenamiento jurídico que la soporta. 

 

 

4. RAZONES Y FUNDAMENTO DE LA DEFENSA 

 

 

Considera el apoderado del señor LEONARDO FABIO CARVAJAL OLAYA que los Decretos 

148, 150 y 151 de 2021 proferidos por el alcalde Municipal de La Dorada - Caldas son 

ilegales por incurrir en falsa motivación, expedición en forma irregular, infracción de las 

normas en que debía fundarse, violación del derecho de audiencia y defensa y por lesionar 

de unos derechos subjetivos del demandante, no obstante, su Señoría, debemos iniciar por 

advertir, en los mismos términos en que se hizo en la oposición a la solicitud de la 

suspensión provisional de los mencionados actos administrativos, que el apoderado de la 

parte demandante se abstiene de cuestionar el cumplimiento de los requisitos 

sustanciales y esenciales para el ejercicio de estas facultades (legales y 

reglamentarias) por parte del Concejo y de la Administración Municipal que conllevó 

la adopción de la decisión que les genera desconcierto (modernización y 

restructuración de la planta de personal y la supresión de algunos cargos), y más 

bien intenta justificar y acomodar la existencia de unos vicios de nulidad en asuntos 

sin trascendencia jurídica. 

 

Por consiguiente, es imprescindible que iniciemos por reiterar y demostrar el cumplimiento 

de los requisitos y presupuestos legales exigibles para la modernización y restructuración 

de la planta de personal y la supresión de algunos empleos, entre estos, el del señor 

CARVAJAL OLAYA, donde quedará visible la inexistencia de los vicios de nulidad que 

intenta demostrar el demandante, no obstante, luego se procederá a analizar y puntualizar 

su inexistencia de manera independiente, en el mismo orden en que fueron planteados en 

la demanda. 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

4.1. Cumplimiento de los presupuestos legales y reglamentarios para reformar la 

planta de global y para suprimir algunos cargos de esta 

 

Su Señoría, insistimos en que no podemos perder de vista que, como lo ha mencionado 

reiteradamente la jurisprudencia del Consejo de Estado, la Constitución reviste de 

competencia a los Concejos Municipales para establecer la estructura de la administración 

municipal, al igual que para determinar las funciones de las diferentes dependencias de la 

administración local. Sin embargo, puede otorgar facultades pro tempore al alcalde 

municipal para que realice las funciones constitucionales encomendadas4, pues así lo 

señalan expresamente los numerales 3 y 6 del artículo 313 de la Constitución Política: 

 

 

“Artículo 313. corresponde a los concejos: 

(…) 

3. autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro tempore precisas 

funciones de las que corresponden al concejo. 

(…) 

6. determinar la estructura de la administración municipal y las funciones de sus 

dependencias; las escalas de remuneración correspondientes a las distintas 

categorías de empleos; crear, a iniciativa del alcalde, establecimientos públicos y 

empresas industriales o comerciales y autorizar la constitución de sociedades de 

economía mixta.” 

 

Sumado a lo anterior, tampoco se puede olvidar que, de conformidad con lo señalado en el 

numeral 5 del artículo 2 de la Ley 1551 de 2012, los municipios gozan de autonomía para 

la gestión de sus intereses, dentro de los límites de la Constitución y la ley, por lo tanto, 

tiene el legítimo derecho para adoptar la estructura administrativa que puedan financiar y 

que se determine conveniente para dar cumplimiento a las competencias que les son 

asignadas por la Constitución y la ley, por lo tanto, en cumplimiento de estas competencias 

constitucionales y legales, el Concejo de Municipal de La Dorada - Caldas, expidió el 

Acuerdo 05 de 2020, a través del cual facultó al alcalde de este municipio para que en un 

término de doce (12) meses ejerciera funciones propias del concejo relacionadas con 

determinar la nueva estructura administrativa del municipio, autorizándole la realización de 

los siguientes actos dentro del proceso de modernización institucional: 

 

1) Expedir el Estatuto de la Administración Pública Municipal, es decir, reformar, 

determinar, adecuar y/o compilar los estatutos básicos de las Administración Central 

y sus entidades descentralizadas. 

                                                           
4 Consejo de Estado.  Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección “A” Consejero ponente: LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO Bogotá, D.C., dos (2) de mayo de dos mil trece (2013) Radicación número: 25000-23-25-
000-2007-00602-01(1225-10). 



 

 

 

 

 

2) Determinar a través de reforma o modificación, la estructura orgánica y el 

funcionamiento de la administración municipal central y sus entidades 

descentralizadas garantizando su fortalecimiento y modernización. 

3) Crear, suprimir, transformar y/o fusionar dependencias, secretarias, direcciones, 

oficinas, unidades administrativas especiales sin personería jurídica de la 

administración central y sus entidades descentralizadas, así como determinar su 

estructura interna y sus funciones bajos los principios de coordinación, colaboración, 

concurrencia y subsidiaridad. 

4) Determinar de acuerdo con las normas los emolumentos, así como la escala de 

remuneración de la estructura de empleos establecida en virtud del proceso de 

modernización, respectando siempre las normas de disciplina fiscal. 

5) En general, expedir las normas que sean necesarias para lograr la modernización 

de la administración central y sus entidades descentralizadas dentro del programa 

de modernización. 

 

De la misma manera, la Constitución Política faculta a los alcaldes para crear, suprimir o 

fusionar empleos dentro de la planta de personal de la administración municipal sin 

necesidad de que otra autoridad lo revista de competencia para hacerlo, pues así también 

lo señala el numeral 7 del artículo 315 de la Constitución Política: 

 

“ARTICULO 315. Son atribuciones del alcalde: 

(…) 

7. Crear, suprimir o fusionar los empleos de sus dependencias, señalarles funciones 

especiales y fijar sus emolumentos con arreglo a los acuerdos correspondientes. No 

podrá crear obligaciones que excedan el monto global fijado para gastos de personal 

en el presupuesto inicialmente aprobado.” 

 

Dicha facultad se encuentra regulada en iguales términos en el numeral 4 del literal d) del 

artículo 91 de la Ley 136 de 1994, preceptiva modificada por el artículo 29 de la Ley 1551 

de 2012, en tanto señala que son funciones de los alcaldes, en relación con la 

Administración Municipal: “Crear, suprimir o fusionar los empleos de sus dependencias, 

señalarles funciones especiales y fijarles sus emolumentos con arreglo a los acuerdos 

correspondientes. No podrá crear obligaciones que excedan el monto global fijado para 

gastos de personal en el presupuesto inicialmente aprobado.” 

 

Así que, en el caso que nos ocupa, el alcalde municipal de La Dorada - Caldas se 

encontraba facultado por el concejo municipal para adoptar las acciones necesarias para la 

adoptar una nueva estructura administrativa que implicara la modernización institucional del 

municipio y, a su vez, por la constitución y la ley para crear y suprimir los empleos de la 

planta de personal adoptada dentro de esa nueva estructura administrativa, bajo el  

 



 

 

 

 

 

cumplimiento de los requisitos y presupuestos señalados en la ley y en el reglamento, que 

por supuesto, se encuentran expresamente señalados en el artículo 46 de la Ley 909 de 

2004, modificado por el artículo 228 del Decreto Ley 019 de 2012, por cuanto señala que 

estas deben fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la 

Administración y basarse en justificaciones o estudios técnicos que así lo demuestren, bajo 

las directrices del Departamento Administrativo de la Función Pública y de la Escuela 

Superior de Administración Pública - ESAP-. 

 

También en el Decreto 1083 de 2015, que determina, por un lado, lo referente a la 

motivación de la modificación de una planta de empleos y, por el otro, el contenido mínimo 

de los estudios que soporten tales modificaciones, de la siguiente manera: 

 

“ARTÍCULO 2.2.12.2 Motivación de la modificación de una planta de 

empleos. Se entiende que la modificación de una planta de empleos está fundada 

en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración, 

cuando las conclusiones del estudio técnico de la misma deriven en la creación o 

supresión de empleos con ocasión, entre otras causas, de: 

 

 1. Fusión, supresión o escisión de entidades. 

 2. Cambios en la misión u objeto social o en las funciones generales de la entidad. 

 3. Traslado de funciones o competencias de un organismo a otro. 

 4. Supresión, fusión o creación de dependencias o modificación de sus funciones. 

 5. Mejoramiento o introducción de procesos, producción, de bienes o prestación de 

servicios. 

 6. Redistribución de funciones y cargas de trabajo. 

 7. Introducción de cambios tecnológicos. 

 8. Culminación o cumplimiento de planes, programas o proyectos cuando los 

perfiles de los empleos involucrados para su ejecución no se ajusten al desarrollo 

de nuevos planes, programas o proyectos o a las funciones de la entidad. 

 9. Racionalización del gasto público. 

 10. Mejoramiento de los niveles de eficacia, eficiencia, economía y celeridad de las 

entidades públicas. 

 

(…) 

 

ARTÍCULO 2.2.12.3 Estudios que soporten las modificaciones de las plantas de 

empleos. Los estudios que soporten las modificaciones de las plantas de empleos 

deberán basarse en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que 

contemplen, como mínimo, los siguientes aspectos: 

 

1. Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo. 



 

 

 

 

 

2. Evaluación de la prestación de los servicios. 

 3. Evaluación de las funciones, los perfiles y las cargas de trabajo de los empleos.” 

 

Bajo tal contexto su Señoría, estos son los presupuestos que deben analizarse si se 

quiere poner entredicho la presunción de legalidad de los actos administrativos 

demandados, y sobre los cuales la parte demandante pretende desviar su atención, 

debido a que es evidente que la actuación de municipio de La Dorada - Caldas se 

ajustó a cada uno de estos, en tanto en ellos se justificó que la reforma de la planta 

de personal del municipio obedecía a razones de modernización institucional, lo cual 

se soportó en los estudios técnicos que así lo demuestran. 

 

Lo anterior, consta, como se indica en las consideraciones de cada uno de los actos 

administrativos atacados, en los estudios técnicos realizados por la sociedad Duque & 

Arango Asesores S.A.S., en la ejecución del contrato No. 10032101, suscrito con el 

municipio de La Dorada - Caldas, cuyo objeto fue realizar: “CONSULTORÍA PARA EL 

PROCESO FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL Y MODERNIZACIÓN 

ORGANIZACIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DEL MUNICIPIO DE LA 

DORADA, CALDAS EN LOS SIGUIENTES TEMAS, ELABORACIÓN DEL ESTUDIO 

TÉCNICO PARA LA REESTRUCTURACIÓN ADMINISTRATIVA Y DISEÑO DEL MANUAL 

DE PROCESOS Y PROCEDIMIENTOS” con el objetivo de revisar y estudiar técnicamente 

la entidad a la luz de la Ley 909 de 2004 y demás normas concordantes, en donde se 

determinó, entre otras, la necesidad de suprimir unos empleos de la planta global de la 

alcaldía de La Dorada - Caldas, dada la necesidad de mejorar e implementar buenas 

prácticas de gestión y sostenibilidad fiscal. 

 

De la misma manera, dichos estudios se ajustaron a las exigencias del Decreto 1083 

de 2015, debido a que sus conclusiones derivaron en la supresión de algunos 

empleos dada la necesidad, entre otras, de racionalizar el gasto público, mejorar los 

niveles de eficacia, eficiencia, economía y celeridad de la administración municipal, 

etc., y a su vez, fue un estudio que se basó en los lineamientos definidos por el 

Departamento Administrativo de la Función Pública en la Guía de Rediseño 

Institucional para Entidades Públicas en el Orden Territorial, en la cual se explican las 

fases para diseñar o rediseñar una entidad del orden territorial, teniendo cuenta cuatro 

momentos del proceso de fortalecimiento organizacional: 1. Inicio, 2. Diagnóstico, 3. Diseño 

y 4. Implementación, a lo cual se dio estricto cumplimiento, como se puede apreciar en los 

siguientes productos que comprendieron la ejecución de tal estudio: 

 

1. Diagnóstico organizacional dimensionando la estructura y planta de empleos actual. 

 

 

 



 

 

 

 

 

2. Rediseño de la estructura organizacional, de acuerdo con los propósitos 

estratégicos, a los objetivos del Plan de Desarrollo que corresponda al Sistema 

Integrado de Gestión y a la normatividad vigente. 

3. Estudio de cargas de trabajo y determinación de la planta de personal necesaria 

para la nueva estructura, con base en el estudio de las cargas de trabajo. 

4. Estudios   de   derecho   preferencia   en   funcionarios   con   derechos de carrera 

administrativa. 

5. Los actos administrativos que permitan la implementación de Ia reestructuración 

administrativa (Nombramientos, notificaciones, actas de posesión para los nuevos 

cargos, creación de cargos y de cualquier otra nueva incorporación; proyección de 

los actos administrativos de la nueva estructura administrativa y por el cual se 

establece Ia planta de personal de Ia entidad). 

6. Revisión y ajuste de Manual de Procesos y Procedimientos. 

7. Manual de funciones y competencias laborales actualizado. 

 

Para terminar, se deber resaltar que la realización de estos estudios son el presupuesto 

necesario que permite demostrar la legalidad los actos administrativos que conllevan 

la reforma y supresión de los empleos de la planta de personal, pues en esos términos 

lo ha reconocido la jurisprudencia del Consejo de Estado: 

 

“Acorde con lo expuesto se resalta que una de las formas más contundentes para 

demostrar que las razones que motivaron una supresión de un cargo no se fundaron 

en necesidades del servicio o en razones de modernización de la Administración, 

sino en un interés ajeno a éstos colectivos, lo constituye el hecho de probar la 

inexistencia del estudio técnico exigido en la ley o la insuficiencia o limitación del 

mismo. 

 

De esta manera, se concluye que los estudios técnicos se erigen como presupuesto, 

que compromete la legalidad del proceso de reestructuración administrativa, pues 

su inexistencia o incumplimiento de los requisitos legales genera, como 

consecuencia, la nulidad de los actos que con fundamento en dicho proceso se 

expidan, en tanto se configura una expedición irregular.”5 

 

Por lo tanto, al existir el estudio técnico que soportó la reestructuración de la planta de 

personal del municipio de La Dorada Caldas y, la consecuente necesidad de suprimir unos 

empleos, no queda ningún margen de duda que tal procedimiento se ajustó a las exigencias 

legales y reglamentarias sobre la materia, y a los lineamientos y directrices fijados por el  

 

                                                           
5 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá D.C., diez de febrero de dos mil once (2011). Radicación 
número: 68001-23-31-000-2002-01286-01(2016-09). 



 

 

 

 

 

Departamento Administrativo de la Función Pública, en tanto se cumplieron los requisitos 

definidos para su realización.  

 

Sin duda alguna, tal estudio constituyó el soporte para reformar la planta de global y para 

suprimir algunos cargos de esta, que por mandato legal se requiere previamente para que 

indique la conveniencia de las medidas allí contenidas. 

 

4.2 Inexistencia de cada uno de los vicios de nulidad mencionados en la demanda 

 

En atención a lo anterior, a continuación, exponemos los argumentos legales y 

jurisprudenciales que desvirtúan la existencia de los vicios de nulidad que intenta demostrar 

el demandante, por consiguiente, reafirma la presunción de legalidad de los actos 

administrativos demandados. 

 

Su Señoría, se reitera que, aunque todo lo anterior es suficiente para demostrar la 

inexistencia de los vicios de nulidad que menciona la parte demandante, a continuación, se 

abordarán cada uno de estos con el propósito de no dejar ningún margen de duda sobre la 

legalidad de los actos atacados y, por consiguiente, la improcedencia de conceder lo 

pretendido por dicho actor. 

 

4.2.1 Inexistencia de falsa motivación de los decretos 148, 150 y 151 del 20 de agosto 

de 2021 por nómina paralela y por hechos financieros. 

 

Se debe iniciar por recordar que la motivación de los actos administrativos consiste en la 
especificación y exteriorización de las razones de hecho y de derecho que llevaron a la 
administración a expedir el acto administrativo, con lo cual se garantiza por un lado, que los 
actos se profieran de conformidad con los supuestos fácticos y jurídicos, que en materia 
determinada, establece y exige el ordenamiento jurídico, y por el otro, que los destinatarios 
puedan controvertirlos mediante el ejercicio de los recursos procedentes que disponga la 
norma. 

En atención a ello, la jurisprudencia del Consejo de Estado, por su parte, considera que 
este vicio se caracteriza fundamentalmente por una evidente divergencia entre la realidad 
fáctica y jurídica que induce a la producción del acto y los motivos indicados como fuente 
por la Administración Pública6, asimismo, ha sostenido que la falsa motivación del acto tiene 
ocurrencia cuando: (i) se presenta inexistencia de fundamentos de hecho o de derecho en 
la manifestación de voluntad de la Administración Pública, (ii) los supuestos de hecho 
esgrimidos en el acto son contrarios a la realidad, bien por error o por razones engañosas  

                                                           
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCION C. 
CONSEJERO PONENTE: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. Bogotá D.C quince (15) octubre de dos mil quince 
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o simuladas, (iii) el autor del acto le ha dado a los motivos de hecho o de derecho un alcance 
que no tienen y (iv) los motivos que sirven de fundamento al acto no justifican la decisión.7 

Asimismo, dicha jurisprudencia ha precisado que el citado vicio también se configura 
cuando los fundamentos fácticos y/o jurídicos de la respectiva decisión se apartan de la 
verdad, como cuando el acto administrativo está apoyado en disposiciones jurídicas que no 
existen, ya porque no han sido expedidas, o porque fueron retiradas del ordenamiento 
jurídico, pues se derogaron, se subrogaron, se abrogaron o se declararon nulas (siendo 
reglamentos) o inconstitucionales, o cuando ha sido construido con base en hechos que no 
han ocurrido.8 

Como se puede apreciar, la parte demandante se abstuvo de cuestionar los 
presupuestos fácticos y jurídicos requeridos para la motivación de dichos actos, que 
en últimas se circunscribieron a los establecidos por la norma para reformar y modernizar 
la planta de personal y para suprimir algunos empleos de esta, los cuales fueron observados 
por la Administración Municipal, tal y como se explicó y soportó con suficiente en el acápite 
ii) de la presente oposición. 

En consecuencia, al estar desvirtuados los motivos (la inexistencia de un déficit fiscal y la 
configuración de una nómina paralela) que le sirvieron de fundamento a la parte 
demandante para impugnar los Decretos municipales 147, 148, 150 y 151 de 2021 por falsa 
motivación, no queda otra opción que la de confirmar la legalidad de estos, debido 
que la parte demandante no logró desvirtuar tal presunción. 

4.2.2 Respecto a lo manifestado a la posibilidad de incorporación o reincorporación 
o al pago de las indemnizaciones. 

Es pertinente aclarar que, los derechos del empleado de carrera administrativa en caso de 
supresión del cargo, regulados en el artículo 44 de la Ley 909 de 2004 y reglamentados en 
los artículos 2.2.11.2.1 y subsiguientes del Decreto 1083 de 2015, no se circunscriben 
exclusivamente al derecho preferencial a ser incorporados en empleo igual o equivalente 
de la nueva planta,  sino  que,  además, contemplan la posibilidad de ser indemnizados por 
parte de la Administración, cuando no sea posible proveer dicha incorporación. 

En relación con el reconocimiento y pago de dicha indemnización, es importante informar 
al despacho que en la actualidad no se ha dado cumplimiento a dicha exigencia legal, 
debido a que, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales - Sala Civil – Familia, 
resolvió en segunda instancia, mediante la Sentencia No. 172 del 26 de octubre de 2021, 
modificar la sentencia emitida el 15 de septiembre de 2021 por el Juzgado Segundo  

                                                           
7 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN B. 
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Promiscuo de Familia de La Dorada - Caldas, en el sentido de dejar sin efectos de modo 
provisional los Decretos 147, 148 150 y 151 del 20 de agosto de 2021, por un término de 
cuatro (4) meses contados a partir de la notificación del fallo para acudir ante la jurisdicción 
respectiva a impetrar las acciones que a bien tengan en defensa de sus intereses y solicitar 
allí las medidas cautelares del caso, por lo cual, la entidad debe esperar pronunciamiento 
del juez de conocimiento frente a estas para poder proceder con el respectivo pago. 

 

5. EXCEPCIONES 

 
De manera respetuosa solicitamos el examen y análisis de cada una de las excepciones de 
defensa, para que se despachen en favor del municipio. 
 
 
INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN. 

 
 

El Municipio de La Dorada - Caldas adelantó un proceso de supresión de cargos, previo 
estudio técnico efectuado con una entidad especializada, que brindo los lineamientos 
necesarios para que la administración municipal cumpliera con las funciones 
administrativas, con personal idóneo y capacitado cuyo objetivo primordial es que 
contribuyan a las actividades misionales de la administración. 
 
Sin duda alguna, tal estudio constituyó el soporte para reformar la planta de global y para 
suprimir algunos cargos de esta, que por mandato legal se requiere previamente para que 
indique la conveniencia de las medidas allí contenidas, por lo tanto, las afirmaciones que 
hace el demandante con respecto a la inexistencia de un déficit fiscal y a la configuración 
de una nómina paralela, no desvirtúan las prolijas razones en que se fundamentó la 
Administración Municipal para llevar a cabo la citada reestructuración, que demuestran 
además que la finalidad de tal proceso era la  de  contar  con  una  estructura  organizacional  
que  le   permitiera a  la  entidad responder a las funciones legales y a las necesidades 
administrativas, sin dejar de lado la racionalización del gasto público. 
 
De lo anterior se deduce claramente que no existe obligación alguna para el Municipio de 
La Dorada de reintegrar a la demandante y cancelar los emolumentos solicitados en la 
demanda, ya que la supresión de los cargos se dio bajo los parámetros constitucionales y 
legales. 
 

MAYOR PERJUICIO PARA EL DEMANDADO. 
 
Una razón adicional que explica por qué no están llamadas a prosperar las pretensiones de 
la demandante, además de que carecen de acervo probatorio que las justifique, es el hecho 
de que, en caso de un fallo positivo a sus intereses, se le ocasionaría un grave e 
irremediable perjuicio económico al municipio. 
 



 

 

 
 
 
 
COBRO DE LO NO DEBIDO. 
 
Su señoría el municipio no adeuda suma alguna a la demandante ya que todas sus 
acreencias laborales fueron debidas y oportunamente canceladas, como lo ordena la ley, 
por tanto, nos encontramos frente a un cobro de lo no debido. 
 
 
BUENA FE DEL MUNICIPIO 
 
Según sentencia 35678 de febrero 1 de 2011, de la Corte Suprema de Justicia, Sala 
Laboral, la buena fe se define de la siguiente manera: 
 

“…La buena fé no es otra cosa que la convicción o conciencia de no 
perjudicar al otro, de no usurpar la ley, ni incumplir los negocios jurídicos, la 
cuál se manifiesta en la actitud de quien procede por error, pero con la 
convicción de no adeudar lo reclamado.”  

 
Tomando la definición de buena fe inmediatamente anterior que otorga la Corte en esta 
sentencia, resulta imperativo plantear que el Municipio en el caso que nos ocupa, ha 
buscado obrar bajo el principio de la buena fe, tal afirmación es demostrable en el estricto 
sentido de que como se observará al revisar las pruebas aportadas, todas las acciones, 
nunca estuvieron encaminadas a perjudicar al accionante. 
 

GENÉRICA O INNOMINADA 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 

excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez hay que afirmar que lo fundamental no 

es la relación de los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de 

estos, por ende, si su señoría encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá 

reconocerla oficiosamente. 

Por lo anterior, solicito a su Señoría ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, 

así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad 

con el ordenamiento procesal. 

6. PRUEBAS 

 

Solicito se tengan en cuenta como pruebas las aportadas en la oposición a la solicitud de 

suspensión provisional de los actos demandados y las que se incorporen al proceso a favor 

del Municipio de La Dorada – Caldas y las siguientes: 

Hoja de vida del señor Leonardo Fabio Carvajal Olaya. 

 



 

 

 

 

7. ANEXOS 

 

1. Lo relacionado en el acápite de pruebas.  

2. Poder debidamente otorgado.  

3. Antecedentes Administrativos los cuales se adjuntan 

 

 

 

 

8. NOTIFICACIONES 

 
El demandado recibirá notificaciones en la Alcaldía del Municipio de Dorada, Caldas en la 
Carrera 3 Esquina, correo electrónico: notificaciones@ladorada-caldas.gov.co.  
 
La suscrita apoderada recibirá notificaciones en la secretaría de su Despacho y/o en el 
correo electrónico: paulagomezmartinez83@hotmail.com teléfono: 300 2703090. 
 
Con el acostumbrado respeto, 
 
 
 
 
PAULA CONSTANZA GOMEZ MARTINEZ.  
C.C. No. 30236846  
T.P. No. 174302 DE C. S. de la J. 
 


















































































































































































































































